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Acontinuación, compartimos el análisis de Gemma Fabregat, Of Counsel de Sagardoy, sobre 
cuatro normativas recientes que abordan aspectos relevantes del derecho laboral. Este 
documento tiene como objetivo destacar los aspectos clave de cada norma y ofrecer una visión 
clara de sus implicaciones prácticas: 

• Real Decreto 126/2026, de 18 de febrero, por el que se fija el salario mínimo 
interprofesional para 2026. BOE de 19 de febrero de 2026. 
 

• Real Decreto-ley 5/2026, de 17 de febrero, por el que se adoptan medidas urgentes 
en respuesta a los daños causados por diversos fenómenos meteorológicos 
adversos. BOE de 19 de febrero de 2026. 

 
• Resolución de 18 de marzo de 2026, del Congreso de los Diputados, por la que se 

ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 5/2026. 
BOE de 19 de marzo de 2026. 

 
• Real Decreto-ley 7/2026, de 20 de marzo, por el que se aprueba el Plan Integral de 

Respuesta a la Crisis en Oriente Medio. BOE de 21 de marzo de 2026. 

 

 
SALARIO MÍNIMO INTERPROFESIONAL 

 
 

Real Decreto 126/2026, de 18 de febrero, por el que se fija el salario 
mínimo interprofesional para 2026. BOE de 19 de febrero de 2026 

En el BOE de 19 de febrero de 2026 se ha publicado el Real Decreto 126/2026, por el que 
se fija el salario mínimo interprofesional para 2026, en aplicación de lo previsto en el art. 
27 ET, estableciéndose un incremento del 3,1 % respecto de las cuantías fijadas para 
2025. 



  

SAGARDOY LEGAL NEWS – MARZO 2026 2 

 

 

De acuerdo con su art. 1, el salario mínimo interprofesional para cualesquiera 
actividades en la agricultura, en la industria y en los servicios se fija en 1.221 euros al mes, 
40,70 euros al día y 17.094 euros brutos al año en cómputo anual, lo que supone un 
incremento de 37 euros mensuales respecto del importe vigente en 2025, cuando el 
salario mínimo estaba fijado en 1.184 euros mensuales y 16.576 euros anuales. 

El salario mínimo se refiere exclusivamente a la retribución en dinero, sin que el salario 
en especie pueda dar lugar a la minoración de su cuantía, y se entiende referido a la 
jornada legal de trabajo, percibiéndose a prorrata en caso de jornadas inferiores. 

En relación con la compensación y absorción prevista en el art. 27 ET, la norma establece 
que la revisión del salario mínimo no afectará a la estructura ni a la cuantía de los salarios 
profesionales cuando estos, en su conjunto y en cómputo anual, sean superiores al 
salario mínimo, fijándose como salario mínimo anual de referencia, a efectos de 
compensación y absorción, la cuantía de 17.094 euros anuales. 

La norma regula también la retribución mínima aplicable a las personas trabajadoras con 
contratos de duración determinada cuyos servicios a una misma empresa no excedan de 
ciento veinte días, fijando una cuantía mínima de 57,82 euros por jornada legal, así como 
el salario mínimo de las personas trabajadoras del hogar por horas en régimen externo, 
que queda establecido en 9,55 euros por hora efectivamente trabajada. 

El RD entró en vigor el día 20 de febrero de 2026, si bien despliega efectos desde el 1 de 
enero hasta el 31 de diciembre de 2026, debiendo procederse al abono de las diferencias 
salariales correspondientes con efectos retroactivos desde el inicio del año. 

En definitiva, la norma no introduce modificaciones estructurales en la regulación del 
salario mínimo interprofesional, sino que se limita a actualizar sus cuantías para 2026 
conforme al art. 27 ET, manteniendo el régimen tradicional de compensación y absorción 
y las reglas específicas aplicables a contratos temporales de corta duración y empleo de 
hogar. 

 

 

 

 

 

 



  

SAGARDOY LEGAL NEWS – MARZO 2026 3 

 

 

 
DAÑOS CAUSADOS POR FENÓMENOS METEOROLÓGICOS (I) 

 
 

Real Decreto-ley 5/2026, de 17 de febrero, por el que se adoptan medidas 
urgentes en respuesta a los daños causados por diversos fenómenos 
meteorológicos adversos. BOE de 19 de febrero de 2026 

 

El RD-ley 5/2026 se aprueba con el objetivo de adoptar medidas urgentes en respuesta a 
los daños ocasionados por diversos fenómenos meteorológicos adversos, con especial 
incidencia en determinadas zonas de Andalucía y Extremadura, incorporando un 
conjunto heterogéneo de medidas de carácter presupuestario, tributario, laboral y de 
Seguridad Social. 

Desde la perspectiva laboral, de protección por desempleo y de Seguridad Social, la 
norma concentra su contenido esencial en tres grandes bloques: la modificación de la 
tributación del salario mínimo interprofesional en el IRPF, la aprobación de un régimen 
extraordinario en materia de suspensión de contratos, reducción de jornada, 
mantenimiento del empleo y protección por desempleo en las zonas afectadas, y la 
adopción de medidas excepcionales en materia de Seguridad Social, incluyendo cese de 
actividad, exenciones en cotización, moratorias y reglas específicas en relación con el 
Ingreso Mínimo Vital. 

En materia tributaria, el art. 28 modifica la disposición adicional sexagésima primera de 
la Ley 35/2006, del IRPF, con efectos desde el 1 de enero de 2026, estableciendo una 
deducción en la cuota líquida para contribuyentes con rendimientos del trabajo inferiores 
a 20.048,45 euros anuales y con rentas distintas del trabajo inferiores a 6.500 euros. La 
deducción alcanza su cuantía máxima cuando los rendimientos del trabajo no superan 
el salario mínimo interprofesional anual y se reduce progresivamente a partir de dicho 
umbral, configurándose así un mecanismo fiscal dirigido a evitar la tributación efectiva 
de los perceptores del salario mínimo interprofesional. 

En materia de empleo, el Capítulo V (arts. 31 a 37) establece un régimen extraordinario 
aplicable a las empresas y personas trabajadoras de los municipios afectados. En 
particular, las suspensiones de contratos y reducciones de jornada derivadas de los 
daños tendrán la consideración de fuerza mayor a efectos del art. 47 ET, simplificándose 
su tramitación administrativa y extendiéndose la protección reforzada prevista en la 
disposición adicional cuadragésima sexta de la LGSS. Asimismo, se reconoce un régimen 
específico para el servicio del hogar familiar, se establece una prohibición de despido 
vinculada a la utilización de estas medidas o de las ayudas previstas en la norma —con 
la consecuencia de nulidad del despido en caso de incumplimiento—, se reduce el 
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número de jornadas reales exigidas para el acceso al subsidio agrario y a la renta agraria, 
se prevén subvenciones para la contratación de personas desempleadas por las 
corporaciones locales afectadas y se establece la neutralidad de las suspensiones 
respecto de la duración de los contratos temporales. 

Se articula, además, un régimen extraordinario de protección por desempleo para las 
personas trabajadoras afectadas por estas medidas, caracterizado por la no exigencia de 
periodo previo de cotización, la no consumición de cotizaciones futuras, la aplicación del 
70 % de la base reguladora durante toda la prestación y el cómputo del periodo como 
cotizado a efectos de futuras prestaciones. 

En materia de Seguridad Social, el Capítulo VI establece un régimen extraordinario de 
acceso a la prestación por cese de actividad para trabajadores autónomos afectados, 
exenciones en la cotización para empresas con trabajadores afectados por suspensiones 
o reducciones de jornada, la posibilidad de solicitar aplazamientos o moratorias en el 
pago de cuotas y la no consideración como renta, a efectos del Ingreso Mínimo Vital, de 
las ayudas y subvenciones previstas en el RD-ley. 

El RD-ley entró en vigor el 20 de febrero de 2026, si bien determinadas medidas 
despliegan efectos desde fechas anteriores, en particular la modificación tributaria 
relativa al salario mínimo interprofesional, con efectos desde el 1 de enero de 2026, y las 
medidas laborales del capítulo V, con efectos desde el 4 de febrero de 2026. 

 

 

 
DAÑOS CAUSADOS POR FENÓMENOS METEOROLÓGICOS (II) 

 
 

Resolución de 18 de marzo de 2026, del Congreso de los Diputados, por 
la que se ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real 
Decreto-ley 5/2026. BOE de 19 de marzo de 2026 

 

Mediante resolución de 18 de marzo de 2026 se ordena la publicación del Acuerdo del 
Congreso de los Diputados por el que se convalida el RD-ley 5/2026, de 17 de febrero, por 
el que se adoptan medidas urgentes en respuesta a los daños causados por diversos 
fenómenos meteorológicos adversos, de especial afectación en determinadas zonas de 
Andalucía y Extremadura, referido en el apartado anterior. 

La convalidación se produce de conformidad con lo previsto en el art. 86.2 CE, que exige 
la convalidación de los reales decretos-leyes por el Congreso de los Diputados en el 
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plazo de treinta días desde su promulgación para mantener su vigencia como norma con 
rango de ley. 

Desde el punto de vista jurídico, la convalidación implica la consolidación definitiva del 
RD-ley 5/2026 en el ordenamiento jurídico, manteniéndose vigentes las medidas 
laborales, de protección por desempleo, Seguridad Social y fiscales previstas en dicha 
norma en los términos en que fueron aprobadas por el Gobierno, al no haberse acordado 
su tramitación como proyecto de ley. 

 

 

 
RESPUESTA A LA CRISIS DE ORIENTE MEDIO 

 
 

Real Decreto-ley 7/2026, de 20 de marzo, por el que se aprueba el Plan 
Integral de Respuesta a la Crisis en Oriente Medio. BOE de 21 de marzo 
de 2026 (Convalidado por el Congreso el jueves 26 de marzo de 2026) 

 

El RD-ley 7/2026 se aprueba en un contexto de crisis internacional derivada del conflicto 
en Oriente Medio y de sus efectos económicos, energéticos y sociales sobre la economía 
española, articulando un plan integral de respuesta que incorpora medidas de carácter 
energético, industrial, económico y social dirigidas a mitigar el impacto de la crisis sobre 
las empresas, la actividad económica, el empleo y la ciudadanía. 

Desde la perspectiva laboral, las medidas relevantes se concentran en el Título VI, 
relativo a las medidas de carácter social, y se articulan fundamentalmente en torno a dos 
ejes: la prohibición de despido en empresas beneficiarias de ayudas públicas y el 
adelantamiento del plazo de implantación de los planes de movilidad sostenible al 
trabajo previstos en la Ley 9/2025, de Movilidad Sostenible, vinculándose en ambos 
casos el incumplimiento de estas obligaciones al reintegro de las ayudas recibidas. 

En primer lugar, el art. 62 del RD-ley establece una prohibición de despedir por causa de 
fuerza mayor y por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción 
derivadas de la situación que motiva la aprobación del RD-ley hasta el 30 de junio de 2026 
en las empresas beneficiarias de las ayudas directas previstas en la norma. El 
incumplimiento de esta obligación conllevará el reintegro de la ayuda recibida y la 
calificación del despido como nulo. La limitación se extiende también a los contratos 
fijos-discontinuos, en los que las citadas causas no podrán justificar la finalización del 
periodo de actividad ni la falta de llamamiento, y se proyecta igualmente sobre las 
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cooperativas, respecto de las que se limita la posibilidad de reducción estructural de 
empleo por dichas causas durante el mismo periodo. 

En segundo lugar, los arts. 63 y 64 adelantan el plazo para la implantación de los planes 
de movilidad sostenible al trabajo previstos en el art. 26 de la Ley 9/2025, reduciendo de 
veinticuatro a doce meses el plazo para que las empresas y entidades del sector público 
con centros de trabajo de más de 200 personas trabajadoras -o 100 por turno- dispongan 
de dichos planes. La norma vincula además la percepción y mantenimiento de las 
ayudas directas al cumplimiento de esta obligación, de manera que el incumplimiento 
de la obligación de disponer de plan de movilidad sostenible al trabajo conllevará el 
reintegro de las ayudas recibidas. 

El RD-ley 7/2026 entra en vigor el día siguiente al de su publicación en el BOE, el 22 de 
marzo de 2026, previendo la norma un régimen temporal diferenciado para determinadas 
medidas, principalmente en materia energética, siendo de aplicación inmediata las 
medidas laborales. 
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